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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / CARÁCTER FUNDAMENTAL / PERSONA EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA / ENFERMEDADES RUINOSAS O CATASTRÓFICAS / TRATAMIENTO INTEGRAL / PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD.
… es necesario iniciar por señalar que la presente acción de tutela es procedente en razón al carácter fundamental del derecho a la salud otorgado inicialmente por la jurisprudencia constitucional y ahora por la Ley 1751 del 16 de febrero de 2015. Garantía que implica que, para su real materialización, las entidades encargadas de este servicio público están obligadas a la óptima prestación a sus afiliados…
De acuerdo al análisis de las situaciones fácticas que rodean el presente caso, se determina que las enfermedades padecidas por señora Suaza Rodríguez son catalogadas como ruinosas y catastróficas, por lo que la misma es considerada como un sujeto de especial protección constitucional, quien tiene derecho a acceder a todos los servicios de salud, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia T-012 del 22 de enero de 2020… en la que concluyó “… que tratándose de  personas que sufren de una enfermedad ruinosa o catastrófica, por disposición constitucional, y desarrollo legal  su derecho a acceder a los  servicios de salud, se protege de forma especial…”
… de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando se encuentran cumplidos los presupuestos para proteger el derecho fundamental a la salud y ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, que demuestra que requiere un conjunto de prestaciones en relación con dicha condición, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud, lo que lo faculta para impartir órdenes precisas en cuanto a la salvaguarda de los derechos, limitándose la orden a disponer la prestación de toda prescripción indicada por los médicos tratantes adscritos a la EPS a la que se encuentre afiliado el paciente.
El máximo Tribunal Constitucional, respecto del principio de integralidad, al reiterar su jurisprudencia, en la sentencia T-178 del 24 de marzo de 2017…, indicó que:

“ (…) 6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades…”
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira, veintitrés (23) de  noviembre dos mil veinte (2020)

Proyecto aprobado por Acta No.836 

Hora: 1:45 p.m.
OBJETO DE LA DECISIÓN
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada de la Nueva EPS S.A., en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, en el proceso de tutela que promovió la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, por medio de agente oficioso, el señor Luís Carlos Peña Suaza, en contra de la entidad impugnante.
IDENTIDAD DE LA ACCIONANTE
Se trata de la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, identificada con cédula de ciudadanía 24´539.842 de La Virginia, quien actúa por medio de agente oficioso, el señor Luis Carlos Peña Suaza, identificado con cédula de ciudadanía Nro.18´606.933 de La Virginia. Pueden ubicarse en la calle 48 Nro. 15-23 del barrio Los Naranjos de Dosquebradas, teléfonos  3184738412 y 3225215279.
ENTIDAD ACCIONADA
Nueva Empresa Promotora de Salud S.A. -Nueva EPS S.A-, representada legalmente por la Secretaria General y Jurídica, Adriana Jiménez Báez, identificada con cédula de ciudadanía 35’514.705 y judicialmente por la abogada Edna Rocío Martínez Gutiérrez, identificado con la cédula de ciudadanía 1.014’208.433 y con la tarjeta profesional 233.422 del Consejo Superior de la Judicatura, quien puede ser notificada en la Avenida 30 de agosto Nro. 35-08 de esta capital y en el correo electrónico secretaria.general@nuevaeps.com.co.
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA
Informó el señor Luis Carlos Peña Suaza que, su señora madre Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, tiene 62 años, está afiliada al régimen contributivo con la Nueva EPS SA, en calidad de cotizante, y padece, según su historia clínica, “C833 LINFOMA NO HODGKIN DE CELULAS GRANDES (DIFUSO), R521 DOLOR CRÓNICO INTRATABLE y G629  POLINEUROPATIA, NO ESPECIFICADO”, patologías por las cuales está postrada en cama y depende totalmente del cuidado y aseo de los demás.  

Adujo que, la cama que tiene su señora madre no reúne las características suficientes para atender sus necesidades, pues el colchón de espuma le causa dolores en su espalda y le produce laceraciones en su piel. Asimismo, requiere el uso de pañales de manera permanente, pañitos húmedos, cremas hidratantes, guantes desechables y tapa bocas; de los cuales la Nueva EPS S.A. le negó el suministro por no contar con las prescripciones médicas. De igual manera le fueron negadas la silla de ruedas y de la cama hospitalaria, por la Nueva EPS S.A., con el argumento que es la familia la que debe asumir los costos de estos; sin embargo, el agente oficioso manifestó que no cuentan con los recursos económicos para adquirir de manera particular los insumos requeridos, toda vez que con el ingreso de su sueldo escasamente alcanza para el sustento del hogar.
POSTULACIÓN
Con invocación de los derechos a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y a la salud, el agente oficioso solicitó se ordene a la Nueva EPS S.A. el suministro de una cama hospitalaria, una silla de ruedas, pañales desechables, pañitos humedos, cremas humectantes, guantes desechables y tapa bocas para la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez.  Igualmente, se ordenara a dicha EPS que le brindara a la agenciada el tratamiento integral para las patologías que padece, así como la exoneración de pago de cuotas moderadoras y copagos.
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

Mediante sentencia de primera instancia del 5 de octubre de 2020, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas resolvió tutelar el derecho fundamental a la salud y ordenó a la Nueva EPS S.A. que realizara todos los trámites administrativos necesarios e idóneos para garantizar a la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez la entrega en calidad de préstamo de una cama hospitalaria y una silla de ruedas.  
La orden precedente fue emitida por el A quo con fundamento en que agenciada padece enfermedades que han sido denominadas por la jurisprudencia de la Corte Constitucional como catastróficas o ruinosas, además, por considerar que la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez es un sujeto de especial protección constitucional.  

No obstante, como la  Nueva EPS S.A. adujo que la accionante no había aportado orden médica del galeno tratante donde se ordenara el suministro de elementos de aseo, tales como pañales desechables, pañitos húmedos, crema hidratante, guantes desechables, y tapabocas, ordenó a la accionada -NUEVA EPS S.A.- que requiriera al médico tratante de la señora Ediht Nelgivia Suaza Rodríguez, o designara uno adscrito a su red prestadora del servicio de salud, con el fin de que realizara una visita domiciliaria en la residencia de la agenciada y atendiendo las patologías, situaciones particulares del caso, determinara la necesidad de ordenar el suministro de pañales desechables, pañitos húmedos, crema hidratante, guantes desechables, y tapabocas y la cantidad que se llegara a requerir. En caso de que el galeno así lo establezca y prescriba la prestación de este servicio, deberá la Nueva EPS S.A. garantizarlo dentro del término de tres (3) días, contados a partir del momento de la emisión de la orden médica y en la forma prescrita por el médico.

Igualmente, ordenó la prestación del tratamiento integral a la titular de los derechos invocados, dadas las patologías descritas en la historia clínica y su estado de salud actual, es decir, que le autorice y suministre a la agenciada todos los medicamentos, tratamientos, procedimientos y demás servicios de salud que requiera la Edith Nelgivia Suaza Rodríguez de manera oportuna y sin dilaciones, ni trámites innecesarios. 
LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar, la apoderada de la Nueva  EPS S.A. manifestó su inconformidad con el fallo de primera instancia frente a la orden de suministrar la silla de ruedas y la cama hospitalaria a la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, si se tiene en cuenta que la misma excede la órbita de cobertura del plan de beneficios, de tal manera, que esa petición fue negada conforme a lo dispuesto en la Resolución 3512 de 2019.  Además, explicó que tales elementos requieren de orden médica y diligenciamiento del MIPRES (Mi Prescripción), y para este caso concreto evidencia que no podrá disponer la EPS que se diligencie dicho formato, ya que la decisión de autorizar o negar el suministro de estos servicios es por parte de la junta de profesionales de la IPS directamente, la cual se encuentra en trámite. 

La impugnante manifiesta que la accionante no cuenta con orden médica, y que la pertinencia de la formulación de la cama hospitalaria y la silla de ruedas está radicada únicamente en el profesional de la salud, por ser el idóneo y experto en determinar los requerimientos conforme con la valoración realizada y el contacto con el paciente según su diagnóstico médico, lo anterior conforme la Ley 1751 de 2015 en su artículo 17.

También adujo que, se debe tener en cuenta que la accionante ha recibido todos  los  servicios  y  beneficios  del  Plan  Obligatorio  de  Salud, lo que es demostrable mediante los registros existentes en sus bases de datos y a disposición del Despacho.
Enfatizó que, la orden de brindar un tratamiento integral, futuro e incierto a la afiliada está limitada a la prestación de tecnologías en salud y que en atención  al  artículo  154  de  la  Ley  del  Plan  1450  de  2011,  los  recursos  del  Sistema  de Seguridad Social en Salud –SGSSS- no pueden financiar prestaciones suntuarias, exclusivamente cosméticas, las experimentales sin evidencia científica, aquellas que se ofrezcan fuera del territorio de la salud y las que no sean propias del ámbito de la salud.  Por lo tanto,  tutelar un servicio indeterminado, futuro e integral en ningún caso, significa que deben cubrirse por cuenta de los recursos del SGSS servicios que la ley prohíbe se asuman con recursos de la salud y si el Despacho así lo determina deberá ordenar en forma expresa en el fallo de tutela. 
Solicita que se revoque la orden dada, respecto a la cobertura del tratamiento integral, pues se constituye en una mera expectativa que en modo alguno no puede resultar ser objeto de protección, y que se revoque la  orden  de entrega  de una cama hospitalaria y una silla de ruedas, por  no contar con orden médica para el suministro de los mismos.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación del fallo proferido en la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, por haber sido proferido por un Juzgado Penal del Circuito de este Distrito Judicial. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991.

Problema Jurídico
Corresponde en esta instancia determinar si es procedente ordenar a la Nueva EPS S.A.  suministrar una cama hospitalaria, una silla de ruedas, pañales desechables, pañitos húmedos, cremas humectantes, guantes desechables y tapa bocas para la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, asimismo brindarle tratamiento integral para las patologías que padece, de esta manera, establecer si se debe confirmar, revocar o modificar la sentencia de primer grado.
Solución al Conflicto Jurídico Planteado
La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resultaren vulnerados por alguna entidad estatal o por los particulares, en los casos señalados en la ley.

Para resolver el dilema jurídico, es necesario iniciar por señalar que la presente acción de tutela es procedente en razón al carácter fundamental del derecho a la salud otorgado inicialmente por la jurisprudencia constitucional y ahora por la Ley 1751 del 16 de febrero de 2015. Garantía que implica que, para su real materialización, las entidades encargadas de este servicio público están obligadas a la óptima prestación a sus afiliados, su fundamentalidad se sintetiza en que las personas tienen derecho a que se les proporcione en forma integral los servicios que requieran, conforme a la regulación establecida y sin sujeción a la inclusión en el plan de beneficios en salud, toda vez que se han creado las herramientas legales y administrativas que les permiten a las EPS recuperar lo invertido en la salud de una persona cuando excede el plan de beneficios.

En este asunto, la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez presenta los diagnósticos de linfoma no hodgkin de células grandes (difuso), dolor crónico intratable y polineuropatia, no especificada, según se desprende de la historia clínica de Oncólogos de Occidente S.A.S., y de acuerdo a lo manifestado por el agente oficioso, la actora se encuentra postrada en cama, por lo que depende del cuidado y aseo de los demás, circunstancia que lo llevó a solicitar la intervención del juez constitucional, en aras de que la Nueva EPS S.A. le suministre a su señora madre una cama hospitalaria, una silla de ruedas, pañales desechables, pañitos húmedos, cremas humectantes, guantes desechables y  tapa bocas.  Además, de la prestación de un tratamiento integral para las patologías que sufre.
De acuerdo al análisis de las situaciones fácticas que rodean el presente caso, se determina que las enfermedades padecidas por señora Suaza Rodríguez son catalogadas como ruinosas y catastróficas, por lo que la misma es considerada como un sujeto de especial protección constitucional, quien tiene derecho a acceder a todos los servicios de salud, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia T-012 del 22 de enero de 2020 con ponencia de la Magistrada Diana Fajardo Rivera, en la que concluyó “… que tratándose de  personas que sufren de una enfermedad ruinosa o catastrófica, por disposición constitucional, y desarrollo legal
 su derecho a acceder a los  servicios de salud, se protege de forma especial. Lo anterior cobra mayor importancia cuando se trata de sujetos que se encuentran en situación de debilidad manifiesta, como es el caso de quienes sufren de enfermedades catastróficas, entre otras, como por ejemplo, todo tipo de cáncer…”  Negrillas nuestras.
De esta manera, fue acertada la decisión del juez de primer grado cuando ordenó a dicha EPS que designara un médico con el fin de que realizara una visita domiciliaria en la residencia de la agenciada para que determinara la necesidad de ordenar el suministro de pañales desechables, pañitos húmedos, crema hidratante, guantes desechables y tapabocas, los cuales se encuentran expresamente excluidos de financiación con recursos públicos, según el anexo técnico de la Resolución 244 de 2019 “Por la cual se adopta el listado de servicios y tecnologías que serán excluidas de la financiación con recursos públicos asignados a la salud” expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social el 31 de enero de 2019
.
Lo anterior, aun cuando las entidades prestadoras de salud solo están obligadas a autorizar servicios e insumos que hayan sido prescritos por un profesional adscrito a su red de prestadores de servicios médicos; en el asunto bajo estudio, se configuran circunstancias excepcionales en las que se hace pertinente la intervención del juez constitucional con miras a salvaguardar los derechos fundamentales de la accionante, quien es sujeto de especial protección. En ese orden de ideas, llegamos igualmente a la conclusión que a la Nueva EPS S.A. debe, en calidad de préstamo, brindarle a la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez una cama hospitalaria y una silla de ruedas, toda vez que su familia no cuenta con los recursos económicos para adquirir tales elementos, circunstancia esta que no fue desvirtuada por la Nueva EPS S.A., como era su deber, por ser una negación indefinida que hizo el agente oficioso, ya que esta no es susceptible de prueba, por ser indeterminable en el tiempo y el espacio, por lo que la carga probatoria se invierte y corresponde a la demandada.
Así las cosas, consideramos que la señora Suaza Rodríguez se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta, por lo que debe dársele protección reforzada, en ese sentido, tiene derecho a que la Nueva EPS S.A. le entregue los insumos, elementos y servicio médicos que ha solicitado, en aras de que pueda acceder a una adecuada calidad de vida, además, se le brinde tratamiento integral para sus enfermedades.  Lo anterior, con fundamento en lo indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la sentencia T-245 de 2020
, en la que señaló:

“(…), existen casos en los que el juez de tutela puede, de forma excepcional, “llegar al convencimiento de que la persona requiere de un servicio, un insumo o tratamiento médico, en atención a sus particulares necesidades y a las enfermedades que padece”. Al respecto, se consideró que “hay situaciones en las que el juez constitucional debe prescindir de la prescripción médica para procurarle a la persona el acceso a una prestación que necesita, pues, salta a la vista que, de no proveérsele, las consecuencias negativas para este serian apenas obvias; principalmente, en situaciones en las que el riesgo de sufrirlas se potencializa en razón de factores socioeconómicos, cuando los recursos de los que dispone –él o su núcleo familiar- carecen de la entidad suficiente para mitigar el daño ocasionado por la ausencia del elemento pretendido, tenga o no carácter medicinal”
” Subrayas propias
De igual manera, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando se encuentran cumplidos los presupuestos para proteger el derecho fundamental a la salud y ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, que demuestra que requiere un conjunto de prestaciones en relación con dicha condición, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud, lo que lo faculta para impartir órdenes precisas en cuanto a la salvaguarda de los derechos, limitándose la orden a disponer la prestación de toda prescripción indicada por los médicos tratantes adscritos a la EPS a la que se encuentre afiliado el paciente.

El máximo Tribunal Constitucional, respecto del principio de integralidad, al reiterar su jurisprudencia, en la sentencia T-178 del 24 de marzo de 2017, con ponencia del magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo, indicó que:

“6. Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los que procede la orden de tratamiento integral
 
6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades
.
 
Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados como necesarios por su médico tratante.
 
Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:
(i)  la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.
” 

Es acertada entonces la decisión de la juez de primera instancia, al disponer la atención integral que requiera la titular de derechos para la recuperación, mejoramiento y conservación de su salud; de este modo se asegura que reciba todas las prestaciones asistenciales necesarias para el restablecimiento de su salud, sin interrupciones en el servicio y en relación con el diagnósticos o patología que motivó la interposición de la acción de tutela.

Como conclusión del análisis realizado y para responder las inconformidades planteadas por la entidad impugnante, es importante precisar que el tratamiento integral ordenado hace referencia a la atención completa a la que tiene derecho la titular de derechos, como usuaria del sistema de seguridad social en salud, y tiene por objeto que la EPS proporcione la prestación de la atención en salud, con criterios de continuidad, eficiencia y oportunidad, de manera completa, sin fraccionamientos, sin importar que se encuentren excluidos del plan de beneficios. 
Es así como, de conformidad con la integralidad concedida, los servicios de salud que debe prestar la Nueva EPS S.A. son los prescritos por los médicos tratantes, en tal sentido incluye, consultas médicas, medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el seguimiento, procedimientos, insumos y todo componente que el médico tratante valore como necesario para tratar las patologías linfoma no hodgkin de células grandes (difuso), dolor crónico intratable y polineuropatia.
Colofón de lo considerado con precedencia, esta Sala confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, por medio de la cual tuteló el derecho a la salud de la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez, consecuentemente, ordenó a la Nueva EPS S.A. la entrega en calidad de préstamo de una cama hospitalaria y una silla de ruedas; además, que requiriera al médico tratante de la señora Ediht Nelgivia Suaza Rodríguez, o designe uno adscrito a su red prestadora del servicio de salud, con el fin de que realice una visita domiciliaria en la residencia de la agenciada y atendiendo las patologías, situaciones particulares del caso, determinara la necesidad de ordenar el suministro de pañales desechables, pañitos húmedos, crema hidratante, guantes desechables, y tapabocas”. También, la prestación de un tratamiento integral respecto de la patologías linfoma no hodgkin de células grandes (difuso), dolor crónico intratable y polineuropatia.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en Nombre de la República y por Autoridad de la Ley
RESUELVE 

PRIMERO: Confirmar el fallo proferido el 5 de octubre de 2020, por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, por medio de la cual tuteló el derecho a la salud de la señora Edith Nelgivia Suaza Rodríguez.
SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión de conformidad con lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
�� HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/T-012-20.htm" \l "_ftn34" \o "" �[34]� El sistema de salud que inauguró la Ley 100 de 1993 se concibió a partir de la idea de que todos los habitantes del territorio nacional deben tener acceso a un plan obligatorio de salud que garantice su protección integral frente a la promoción y fomento de la salud y a la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de todas las patologías, según la intensidad de uso y los niveles de atención definidos para el efecto. La Ley 100 dispuso que harían parte de ese plan obligatorio los servicios de salud que determinara el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud - CNSSS, considerando los cambios en la estructura demográfica de la población, el perfil epidemiológico nacional, la tecnología apropiada disponible en el país y las condiciones financieras del sistema. El consejo se encargaría, además, de identificar qué enfermedades se considerarían de alto costo, con el objeto de que las entidades promotoras de salud reaseguraran los riesgos que pudieran derivarse de su atención. El CNSSS cumplió esas tareas a través del Acuerdo 008 de 1994, que luego fue adoptado por el Ministerio de Salud a través de la Resolución 5261 de 1994. Tal fue el primer escenario en el que se definió a las enfermedades ruinosas o catastróficas como aquellas que representan una alta complejidad técnica en su manejo, alto costo, baja ocurrencia y bajo costo-efectividad en su tratamiento. Ese contexto precedió la expedición de la Ley 972 de 2005 “por la cual se adoptan normas para mejorar la atención por parte del Estado colombiano de la población que padece de enfermedades ruinosas o catastróficas, especialmente el VIH/Sida.”, que comprometió al Estado con la atención integral de la población que padece enfermedades ruinosas o catastróficas, imponiéndole obligaciones concretas y contemplando la eventual imposición de sanciones en caso de incumplimiento. 


�� HYPERLINK "https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20244%20de%202019.pdf" �https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%20244%20de%202019.pdf�, revisada el 6 de noviembre de 2020


� M.P. Diana Fajardo Rivera,


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-245-20.htm" \l "_ftnref184" \o "" �[184]� Sobre este mismo tema, ver, entre otras, las Sentencias T-760 de 2008 M.P. Manual José Cepeda Espinosa, T-014 de 2017 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, T-314 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-178-17.htm" \l "_ftnref18" \o "" �[18]� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-178-17.htm" \l "_ftnref19" \o "" �[19]� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).
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